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1. Norma acusada
LEY 1402 DE 2010
(Julio 15) 
 
Por la cual la Nación se asocia a la celebración de los 50 años de la Diócesis de El Espinal y se declara monumento nacional a la catedral de El Espinal, en el departamento del Tolima
ARTÍCULO 1o. El Gobierno Nacional y el Congreso de la República se asocian a la celebración de los cincuenta (50) años de la creación de la Diócesis de El Espinal, departamento del Tolima y rinden público homenaje en su conmemoración.
ARTÍCULO 2o. El Gobierno Nacional y el Congreso de la República rendirán honores a la Diócesis de El Espinal, mediante placa conmemorativa que será impuesta en acto solemne en la Catedral de esta ciudad.
ARTÍCULO 3o. El Congreso de Colombia, se vincula a la celebración de los cincuenta (50) años de la creación de la Diócesis de El Espinal, emitiendo en nota estilo un pergamino que contenga el texto de la presente ley.
ARTÍCULO 4o. Autorícese al Gobierno Nacional para incluir dentro del Presupuesto General de la Nación, senda partida presupuestal que permita la ejecución de las obras necesarias para la remodelación, reparación y conservación de la Catedral de El Espinal, ubicada en el municipio de El Espinal, departamento del Tolima en la vigencia de las leyes del Presupuesto Nacional posteriores a la promulgación de la presente ley.
ARTÍCULO 5o. La presente ley rige a partir de la fecha de su promulgación.
 
2. Decisión
Declarar INEXEQUIBLE la Ley 1402 de 2010 “por la cual la Nación se asocia a la celebración de los 50 años de la Diócesis de El Espinal y se declara monumento nacional a la catedral de El Espinal, en el departamento del Tolima”.
 
3. Fundamentos de la decisión
De manera preliminar, la Corte precisó el contenido y alcance de la norma acusada, circunscrito a asociar a la Nación en la exaltación de la diócesis de El Espinal, en su aniversario, a partir de dos mecanismos: (i) con actos de naturaleza simbólica, como la rendición de público homenaje y la realización de ceremonias solemnes; (ii) actuaciones materiales, financiados con recursos del Estado, como la imposición de placa conmemorativa, elaboración de nota de estilo con el texto de la ley y autorización al Gobierno para que incorpore partidas del presupuesto destinadas a la refacción de un inmueble destinado al culto católico. De otro lado, también se verificó que la norma, si bien anuncia que declara como monumento nacional a la catedral ubicada en El Espinal, ese asunto no es desarrollado en la Ley. Esta declaración no puede ser solventada con las referencias que se hacen al respecto en los antecedentes legislativos, debido a que ese argumento es contrario a los principios de legalidad y publicidad de la ley.
La Corte recopiló el precedente constitucional sobre los principios de Estado laico y pluralismo religioso. En primer término, señaló cómo la jurisprudencia ha identificado diversos grados en lo que respecta a la separación entre las iglesias y el Estado, que van desde los Estados confesionales hasta los laicos. Esta división es mejor comprendida a través de la distinción conceptual entre: (i) las sociedades religiosas tolerantes, las cuales consideran que la práctica religiosa, en sí misma considerada, debe ser objeto de protección estatal, pero admiten que la misma se exprese a través de diversos credos o, inclusive, toleran que los ciudadanos no profesen ninguno; y (ii) las sociedades seculares que aceptan la práctica religiosa de los ciudadanos, o la negativa a ella, pero no por el hecho que consideren que las religiones son un ámbito constitucional protegido por sí mismo, sino en tanto tales prácticas hacen parte de la autonomía del individuo, quien puede optar por cualquier tipo de parámetro ético o moral para guiar su conducta, incluso uno de carácter transcendente o religioso, con el único límite de la vigencia de los derechos constitucionales. Esta visión otorga al Estado carácter neutral ante el fenómeno religioso, que se inscribe dentro del ámbito protegido de la libertad individual. 
La Corte concluye, basada en el precedente constitucional y los debates de la Asamblea Nacional Constituyente, que el modelo constitucional de 1886 inscribía a Colombia como una sociedad religiosa tolerante, en tanto asumía como de la Nación la religión católica, pero a su vez contenía una cláusula de libertad de cultos. En cambio, la Constitución de 1991 adopta una fórmula de Estado laico, que se adscribe al modelo constitucional dentro de las sociedades democráticas seculares. Esto se fundamenta, a su vez, en el contenido y alcance de la democracia pluralista, la igualdad y la imposibilidad de discriminar en razón del credo y la libertad religiosa como ámbito propio de la libertad y autonomía individual. 
A partir de estas consideraciones, la Corte advirtió que la regulación constitucional ofrece, por ende, dos conceptos centrales para resolver los problemas jurídicos relacionados con la cuestión religiosa: el Estado laico o secular y el pluralismo religioso. En cuanto al primer concepto, reiteró la jurisprudencia en el sentido que la decisión del constituyente de prodigar idéntico tratamiento a todos los credos religiosos, está basado en un mandato específico que impone al Estado un deber de neutralidad frente a esos credos e iglesias. En otras palabras, ante el hecho religioso, el Estado Constitucional colombiano acepta que la práctica del culto hace parte de las libertades individuales, pero a su vez, merced a la norma constitucional que proscribe tratos preferentes a un credo particular, no puede servirse de ese reconocimiento para vincular el poder público a determinadas expresiones de culto, con el único argumento de la importancia de esa práctica religiosa. 
Para la Corte, el deber de neutralidad conlleva para el Estado una serie de prohibiciones, a saber: (i) establecer una religión o iglesia oficial; (ii) identificarse formal y explícitamente con una iglesia o religión o (iii) realizar actos oficiales de adhesión, así sean simbólicos, a una creencia, religión o iglesia. Estas acciones del Estado violarían el principio de separación entre las iglesias y el Estado, desconocerían el principio de igualdad en materia religiosa y vulnerarían el pluralismo religioso dentro de un Estado liberal no confesional. No obstante tampoco puede el Estado (iv) tomar decisiones o medidas que tengan una finalidad religiosa, mucho menos si ella constituye la expresión de una preferencia por alguna iglesia o confesión; ni (v) adoptar políticas o desarrollar acciones cuyo impacto primordial real sea promover, beneficiar o perjudicar a una religión o iglesia en particular frente a otras igualmente libres ante la ley. Esto implica que el Estado puede válidamente asociarse con fenómenos con contenido religioso, a condición que pueda predicarse un contenido secular principal y verificable. 
Con fundamento en las consideraciones anteriores, la Corte se apartó del argumento planteado por el Procurador General, en el sentido que de la Constitución no es posible derivar los principios de Estado laico y de pluralismo religioso. Esto en razón a que dicho razonamiento (i) confunde los conceptos de sociedades religiosas tolerantes y las sociedades seculares, al intentar poner al modelo constitucional actual dentro de la primera categoría; (ii) omite el pluralismo democrático y el principio de igualdad como fundamentos constitucionales concurrentes para el Estado laico y el principio de pluralismo religioso. Esto debido a que para el Ministerio Público todo el debate se reduce a la vigencia de la libertad de cultos, cuando en realidad la naturaleza laica del Estado se predica de los principios y valores constitucionales antes mencionados, vistos en su conjunto; y (iii) se funda en la omisión acerca del contenido secular como requisito para la promoción de manifestaciones culturales o tradicionales. Ello en razón a que el Procurador deja de tener en cuenta que la validez constitucional del apoyo a manifestaciones religiosas, como lo ha sostenido la Corte en varias oportunidades, depende de la presencia de ese contenido secular. 
Trasladados los argumentos al caso analizado, la Corte encontró que la ley acusada solo tiene por objeto exaltar un fenómeno propio y exclusivo de la religión católica, como es el aniversario de una diócesis, que según con las normas del derecho canónico es una división institucional de la feligresía católica. Además, no se encuentra un criterio secular principal y verificable, lo que hace que la norma sea inexequible. 
También, la Corporación advierte que pueden plantearse válidamente dos tipos de contra argumentos, que defenderían la posibilidad de hallar en la normatividad demandada un criterio secular que sustente su constitucionalidad. En primer término, podría plantearse que la exaltación de la diócesis de El Espinal radica, entre otras razones y como lo hace expreso la exposición de motivos, en el papel que ejerce esa institución en relación con “la formación de valores positivos para los fieles que integran su jurisdicción eclesiástica, sumado a los altruistas servicios prestados a la población más vulnerable.” Estos asuntos trascenderían el ámbito clerical, por lo que permitirían al legislador exaltar a dicha comunidad de fieles. En segundo lugar, tal carácter secular también podría evidenciarse por el hecho que la norma también apunta a proteger las expresiones culturales del municipio de El Espinal, como son la diócesis y la catedral ubicada en el mismo. 
Con todo, a juicio de la Corte, estos argumentos no enervan la declaratoria de inexequibilidad. La referencia que hace la exposición de motivos a los “valores positivos” que promovería la diócesis de El Espinal no son un argumento secular válido, pues el mismo legislador los vincula a su reconocimiento por la comunidad de fieles católicos del municipio y que integran esa “jurisdicción eclesiástica”. Se está entonces ante un criterio que en ningún modo puede considerarse como predicable de una sociedad democrática laica. De otro lado, aunque se hace referencia a que la mencionada diócesis adelanta labores a favor de la población vulnerable, lo que permitiría su exaltación estatal, a más de que el legislador no aporta ninguna evidencia de esa actividad, o al menos una prueba indicativa de qué consiste ese aporte a la comunidad, dicho criterio, por sí mismo, no es definitorio del carácter principal que una ley debe tener. Por ende, no puede una referencia de naturaleza tangencial modificar la premisa verificada por la Corte, según la cual el motivo que llevó al Congreso a adoptar la norma acusada fue la promoción de la religión católica que ejercen muchos de los habitantes de El Espinal. 
Frente al segundo argumento, la Corte observó que se partía de considerar que el legislador es explícito en afirmar que el valor cultural de la diócesis de El Espinal está basado en que la religión católica es la practicada mayoritariamente por la población de ese municipio. Una conclusión de esa naturaleza no es de recibo para la identificación de un criterio secular y, en cambio, conlleva una discriminación injustificada contra las personas que no ejercen el credo mayoritario. Esto, en el entendido que el simple dato demográfico no otorga soporte suficiente al vínculo entre religión y cultura, sino que antes bien, es imprescindible que el legislador demuestre que la práctica o institución exaltada tiene implicaciones, en cualquier caso verificables y principales, que trascienden al fenómeno religioso y en consecuencia acogen a los miembros no religiosos de la comunidad correspondiente. De lo que se trata es que el legislador demuestre, mediante un criterio argumentativo mínimo, que ese contenido cultural – secular es verificable en el caso concreto, lo que claramente no sucede en este evento, pues todo se circunscribe a la exaltación de un fenómeno religioso particular, como lo es la diócesis. 
De otro lado, la Corte tampoco encontró que la referencia que hace el proyecto de ley a la catedral ubicada en el municipio de El Espinal, configure un criterio secular de naturaleza identificable y principal, por dos tipos de razones. La primera, puesto que el reconocimiento que hace el legislador de esa catedral está fundado en que la misma presta sus servicios a la diócesis, por lo que ese argumento sería objeto de idéntica crítica a la planteada frente a los “valores positivos” a los que refiere la exposición de motivos. La segunda, porque de manera similar al caso anterior, no existe evidencia ni prueba indicativa del valor histórico o arquitectónico del inmueble, el cual tuviese carácter secular al trascender el fenómeno religioso. Además, el ordenamiento jurídico prevé herramientas objetivas para la declaratoria de un bien como de interés cultural, las cuales van más allá de la simple recopilación de la historia del inmueble correspondiente. 
Por último, la Corte encontró que la Ley 1402 de 2010 desconoce la regla contenida en el artículo 169 de la Constitución, que prevé que el título de las leyes deberá corresponder con precisión a su contenido. Es evidente que aunque el título de la disposición acusada señala que la normativa declara como monumento nacional a la catedral de El Espinal, no existe ninguna previsión a ese respecto en el texto de la Ley, lo que infringe la citada norma constitucional.
Con fundamento en las anteriores consideraciones, la Corte Constitucional declaró la inexequibilidad de la Ley 1402 de 2010, “Por la cual la Nación se asocia a la celebración de los 50 años de la Diócesis de El Espinal y se declara monumento nacional a la catedral de El Espinal, en el departamento del Tolima”.
4. Salvamentos de voto
Los magistrados María Victoria Calle Correa, Mauricio González Cuervo, Gabriel Eduardo Mendoza Martelo y Jorge Ignacio Pretelt Chaljub manifestaron su salvamento de voto respecto de la anterior declaración de inexequibilidad, toda vez que en su concepto, la Ley 1402 de 2010 de ninguna manera rompe la neutralidad del Estado colombiano en materia religiosa y por el contrario, resulta acorde con el fomento de la cultura y la protección del patrimonio cultural consagrado en la Constitución Política. 
La magistrada Calle Correa se apartó de la decisión mayoritaria, al igual que ya lo había hecho en la sentencia C-766 de 2010 (relativa a la declaración de La Estrella como ciudad santuario), por considerar que la jurisprudencia constitucional acerca de la neutralidad religiosa del Estado, no excluye la posibilidad de que el legislador se una a una celebración que si bien puede tener un carácter religioso, tiene una importancia social, cultural e histórica. La neutralidad religiosa estatal no demanda separar lo público totalmente de los asuntos religiosos, o permitir leyes que tengan el elemento religioso como algo meramente anecdótico. El Estado puede establecer asuntos públicos que tengan algún contenido religioso, siempre y cuando, no se incurra en una violación de alguna de las prohibiciones constitucionales explícitas o comprometa al Estado con una religión o culto determinado. La posición asumida por la Sala Plena, lejos de aplicar los criterios jurisprudenciales, los endurece y los aleja del delicado equilibrio que al respecto se ha venido construyendo. 
En concepto del magistrado González Cuervo la Ley 1402 de 2010 no podía considerarse como una adscripción confesional del Estado colombiano a un determinado credo religioso, excluida de la Constitución, que se inscribía más en un fenómeno social y cultural de conmemoración de un aniversario de un templo que es considerado como un monumento, importante para una comunidad, que mañana bien puede hacerse respecto de un templo dedicado al culto de otra religión. A su juicio, no puede sostenerse que la Constitución haya consagrado una secularización radical del Estado colombiano, en la medida que es la propia Carta la que establece la libertad de cultos, alude a las religiones como objeto de regulación, reconoce la igualdad de iglesias e invoca en su preámbulo la protección de Dios, cualquiera sea la concepción que se tenga acorde con la libertad de conciencia. Por tales motivos, su posición es a favor de la constitucionalidad de la ley acusada, que lo conduce a salvar el voto. 
Por su parte, el magistrado Mendoza Martelo señaló que su discrepancia con la decisión de la mayoría obedece a que, a su juicio, como lo ha sostenido en anteriores ocasiones, por ejemplo en la Sentencia C -766 de 2010 (Exp. OP131), prácticas legislativas como la aquí cuestionada mediante las cuales se resalta la labor que realizan organismos, instituciones, gremios, estamentos u otro tipo de asociaciones, cualquiera sea la motivación que las inspire, en el entendido de que dichas prácticas se traducen en manifestaciones positivas, desde el punto de vista social y cultural, en cuanto cohesionan a sus miembros en torno al ejercicio de valores significativos, como la solidaridad, la asistencia, ayuda o auxilio mutuo, sobre todo entre los más desvalidos, no tienen por qué considerarse discriminatorias frente a otras manifestaciones de esta misma naturaleza que persiguen el mismo fin aunque bajo una orientación o razón de ser diferente ya que, en ultimas, conforme a las previsiones de los artículos 18 y 19 de la Constitución, el Estado debe garantizar la libertad de conciencia y la libertad de cultos, las cuales por ende merecen idéntico trato frente a la ley.
A su juicio, la ley declarada inexequible no quebrantaba el carácter laico del estado colombiano en la medida en que su objeto no era otro que hacer un reconocimiento, relacionado con una tradición cultural que ha venido desarrollándose durante varios años en el municipio del Espinal, departamento del Tolima, al margen de las implicaciones religiosas que algunos quisieron resaltar por encima del valor social y cultural que evidentemente subyace en dichas prácticas para efectos de cuestionar la constitucionalidad de la norma, bajo un criterio demasiado estricto que a nada positivo conduce, desde la perspectiva de nuestra realidad nacional.
El magistrado Pretelt Chaljub, manifestó su desacuerdo con esta decisión, en primer lugar, porque a su juicio, declarar inconstitucional el reconocimiento por parte del Estado Colombiano de la celebración de los 50 años de la creación de la Diócesis del Espinal, por su relación con la religión católica, es un acto discriminatorio y contrario al pluralismo que debe primar en un Estado Social de Derecho. En segundo lugar, en razón a que la jurisprudencia constitucional ha admitido que ciertas manifestaciones religiosas así como los templos que se dedican al culto, hacen parte del patrimonio cultural de una Nación, y por tanto, es obligación del Estado protegerlos. En efecto, según el magistrado disidente a partir de la Constitución de 1991 nuestro Estado se constituye en un Estado laico que garantiza que “(t)odas las confesiones religiosas e iglesias son igualmente libres ante la ley”. No obstante, y tal como lo señala el artículo 2 de la Ley Estatutaria 133 de 1994, ello no se traduce en que el Estado sea “indiferente ante los sentimientos religiosos de los colombianos.” Por el contrario, dicha disposición ordena que el Estado proteja “a las personas en sus creencias, así como a las Iglesias y confesiones religiosas y facilitará la participación de éstas y aquéllas en la consecución del bien común.”
Por otro lado, el magistrado Pretelt Chaljub observó que la Corte ha declarado la constitucionalidad de disposiciones legales que a pesar de contener contenido o implicaciones religiosas, no desconocen el pluralismo que define nuestro ordenamiento constitucional. Tal es el caso, de la consagración de fiestas religiosas como festivos nacionales –C-568 de 1993- o la declaración de patrimonio cultural de la Nación el festival de negros y blancos de Pasto –C-434 de 2010. En este sentido, no existe razón para considerar como inconstitucional un reconocimiento del Estado colombiano a la Diócesis del Espinal en la conmemoración de sus 50 años, más aún cuando en la exposición de motivos del proyecto se resalta su importante aporte en la consolidación de la sociedad tolimense, resultando exagerado pensar que de ese modo se está patrocinando por parte del Estado, a la manera de "codifusor" y "coevangelizador”.
De igual modo, el magistrado disidente advirtió que la Corte ha reconocido que ciertas manifestaciones religiosas hacen parte del patrimonio cultural de la Nación, y por tanto su protección tiene pleno asidero constitucional. En estos términos, una de las subreglas que ha fijado esta Corporación en materia de libertad religiosa, con el fin de identificar si una acción estatal que coincide con un evento de carácter religioso es admisible desde el punto de vista constitucional, se circunscribe al análisis de la finalidad que se persigue con dicha intervención. Ahora, a la luz de la subregla planteada por esta Corporación, el fin que expuso el legislativo para promover la presente ley es la de reconocer una de las expresiones culturales del pueblo, como lo es la tradición religiosa católica. Específicamente, se indica que la Catedral se empezó a construir por Fray Nicolás Guarín en el año de 1848 y concluida en 1887 por el padre Antonio Castañeda. La Catedral fue destruida en 1918 y 1967 como consecuencia de dos terremotos, pero reconstruida en igual número de oportunidades. Es decir, se encuentra plenamente demostrado su importante valor histórico. Por todas estas razones, la Ley 1402 de 2010 ha debido ser declarada exequible. 
